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Imagine que sale a la calle y los 
serenos, en vez de palos, portan 
un tremendo garrote con clavos. 
Camina una cuadra más y nota 
que los policías, en vez de pistolas, 

usan lanzagranadas. Un rato después, 
se percata de que los patrulleros han 
sido reemplazados por tanques.

Asustaría, ¿no? Y no faltarían razones. El 
Estado está ahí para cuidarnos, pero es natu-
ral tener miedo a que los servidores públicos 
abusen del poder que les da la ley y lo usen en 
contra de los inocentes. E, incluso, esta situa-
ción asustaría más si existieran acusaciones 
de que el Gobierno estaría usando su sistema 
de inteligencia para espiar a sus opositores 
con miras a trabajar en un proyecto para ase-
gurar una ‘reelección conyugal’.

Bueno, le doy una mala noticia. Resulta 
que desde hace un rato el Gobierno sí viene 
cambiando palos por garrotes. Pero no los del 
serenazgo, sino los de diversas instituciones 
que sancionan o cobran a los ciudadanos y a 
sus empresas. 

A inicios de este año, por ejemplo, se elevó 
hasta en 900% el límite de las multas que 
puede poner la Sunafil a las empresas que in-
frinjan las regulaciones laborales. De manera 
similar, la reciente ley de fiscalización am-
biental incrementó el monto máximo de las 
sanciones de S/.37 millones a S/.111 millones. 
Estos cambios se suman a la norma promul-
gada a fines del 2012 que le dio a la Sunat el 
poder de decidir arbitrariamente cuándo un 
privado ha eludido impuestos (es decir, que 
debería haber tributado por una operación 
que expresamente no estaba gravada). 

El Ejecutivo, además, hace poco presentó 
un proyecto de ley que, de haberse aprobado, 

hubiese permitido tratar a las empresas 
investigadas por delitos tributarios y am-
bientales (ojo, no culpables, solo investi-
gadas) como organizaciones de crimen 
organizado. Es decir, durante la inves-
tigación a los sospechosos, habría sido 
posible utilizar medidas excepcionales 

de levantamiento de secreto bancario, intercep-
tación de comunicaciones, prisión preventiva u 
otras hoy reservadas para acusados de delitos 
como terrorismo, narcotráfico o genocidio. 
Afortunadamente, la Comisión de Justicia del 
Congreso retiró esas disposiciones del proyecto 
ante la protesta pública de los gremios empresa-
riales. Sin embargo, aún sigue dando vueltas un 
proyecto de ley presentado por la bancada nacio-
nalista para ampliar la responsabilidad penal de 
las personas jurídicas.

Por supuesto, podría haber una buena expli-
cación para cambiar palos por garrotes: que 
las sanciones existentes son muy bajas para 
desincentivar que las personas violen la ley. En 
tal caso, bienvenido más palo. Sin embargo, en 
ninguno de los casos mencionados, el Gobierno 
se dio el trabajo de elaborar un sustento técnico 
que permita sostener este argumento.

¿Por qué tanto nuevo garrote? Ojalá estos 
sean solo fruto de cómo se hacen las cosas en el 
país: al champazo, sin pensarlo mucho, porque 
a alguien le dio su reverenda gana. Ese sería el 
mejor de los casos. No obstante, hay que estar 
atentos y exigir un sustento claro cada vez que 
el Estado vuelva a querer aumentar sus poderes 
sancionadores. Y es que nadie quiere terminar 
como Venezuela, Argentina, Ecuador o Bolivia 
(o el Perú de hace unos años), donde el Gobierno 
tiene un enorme poder de agarrar a garrotazos a 
sus opositores, a los ciudadanos que los finan-
cian o a los medios que les son incómodos.

El 17 de noviembre del 2013 se 
desarrollarán las elecciones 
presidenciales en Chile para el 
período 2014-2018, así como 
las legislativas. Será el primer 

proceso electoral presidencial en el que 
el voto será voluntario, y donde cada par-
tido o coalición seleccionará a sus candidatos en 
elecciones primarias el 30 de junio.

Surge entonces naturalmente la pregunta de 
cómo podría influir la campaña electoral –y sus 
resultados– en la política de Chile hacia el Perú, 
y en particular en el diferendo en la corte de La 
Haya. Esta influencia podría ser más grande aun 
considerando que la corte emitiría su fallo en los 
próximos meses, en plena campaña.

Comencemos identificando a los principales 
precandidatos. Postula en el Partido Progre-
sista Marco Enriquez-Ominami, quien como 
independiente obtuvo el 20% en las presiden-
ciales del 2009. En el bloque gobernante de 
centro-derecha está el ex ministro de Defensa 
de Piñera, Andrés Allamand, y el ex titular de 
Economía, Pablo Longueira. Por la concerta-
ción de centro-izquierda que gobernó desde la 
salida de Pinochet en 1990 hasta el 2010 hay 
varios, pero la ex presidenta Michelle Bachelet 
está muy adelante en las encuestas.

Allamand declaró en diciembre del 2012 que 
el “Perú fabricó un caso artificial contra Chile”, 
Enriquez-Ominami  afirmó en abril del 2013 
que “respetará el fallo de La Haya”, Longueira 
señaló en marzo del 2013 que “cualquiera que 
sea el fallo está claro que ambos países tienen un 
destino común”, y Bachelet cuando era presi-
denta recibió con enojo la decisión del Perú de 
recurrir a La Haya. Eso no necesariamente re-
presenta lo que dirán en la campaña, ni tampoco 
lo que harán si salen elegidos.

Más allá de qué tanto peso pueda tener 
La Haya en la agenda de los candidatos y 
cuál es la posición de cada uno, hay que 
prestar atención a la dinámica misma 
que podría ir adoptando la campaña. Por 
lo general, en un proceso electoral las ac-
titudes conciliatorias hacia otros países 

con los que hay problemas no son populares con 
los votantes. 

Así, partiendo del supuesto que la corte de 
La Haya adjudique parte de o todo el mar en 
disputa al Perú, podemos construir un escenario 
negativo para nuestro país sobre la base de dos 
variables.

Primera, el tema de La Haya va cobrando 
cada vez más importancia en la campaña hasta 
convertirse en la medida del nacionalismo “yo 
soy más chileno que tú porque me niego a aca-
tar el fallo”. 

Segunda, y como consecuencia de lo an-
terior, el propio presidente Piñera se niega a 
cumplirlo, para no disminuir las posibilidades 
de triunfo del candidato de su coalición.

¿Puede hacer algo el Perú para disminuir las 
probabilidades de que este escenario se mate-
rialice?

No mucho, porque –como se dijo– este de-
penderá más de la dinámica política interna 
chilena. Pero sí hay un par de cosas que se pue-
den tratar. 

Primera, el Gobierno Peruano no debe inter-
venir en las elecciones, en particular no hacer co-
mentarios favorables sobre aquellos candidatos 
mejor dispuestos a respetar un fallo favorable al 
Perú. Eso sería darles “el beso de la muerte”. 

Segunda, debe intentar llegar ahora a un 
acuerdo con el gobierno de Piñera para que, una 
vez conocido el fallo de La Haya –sea cual fue-
re–, este se implemente en el plazo más breve.

Ayer se hizo público un nuevo cues-
tionamiento sobre el uso que el Go-
bierno podría estar dando a los re-
cursos públicos, con la finalidad de 
viabilizar una eventual candidatura 

de la primera dama. “Perú21” informó que el 
Ministerio de la Mujer, a pesar de haber reducido 
considerablemente sus funciones, habría au-
mentado su presupuesto en 153% en un año de 
gestión. Según varios miembros de la oposición, 
estos recursos parecerían estar siendo utilizados 
para financiar entregas clientelistas de bienes, 
así como las actividades extraoficiales en las que 
participa la señora Heredia junto con la ministra 
Ana Jara y que constituirían, realmente, parte 
de una campaña política mirando al 2016.

Esta denuncia de clientelaje y malversación 
de fondos públicos, qué duda cabe, es preocu-
pante y sería muy positivo que la señora Jara 
fuese al Congreso a explicar el uso de ese dine-
ro, como ella misma lo ha solicitado. 

Las sospechas de la debilidad de Gana Perú por el 
uso clientelar de recursos, sin embargo, no termi-
nan en esta reciente denuncia. Y es que el gobierno 

ha decidido expandir esquemas de distribución 
de dinero o alimentos en lugar de concentrar 
esfuerzos en programas que ayuden a los pobres 
a volverse más productivos para que puedan salir 
adelante por sí solos. Este tipo de esquemas por el 
que el Estado hoy prefiere apostar ayuda mucho 
al gobernante que quiere volverse más popular 
y lograr que parte del electorado dependa de sus 
dádivas, mas flaco favor le hace a los 
más necesitados, quienes no logran 
convertirse en ciudadanos más 
prósperos y autónomos.

El programa Juntos, por ejem-
plo, ha pasado de beneficiar a 490 
mil hogares en el 2011 a 650 mil en 
el 2012. Además, el tiempo de permanencia de 
las familias en el programa se ha incrementado. 
Inicialmente se beneficiaban de él por cuatro 
años y ahora pueden obtener beneficios hasta 
que sus hijos cumplan 19 años. El resultado es 
que en un solo año se pasó de 950 mil individuos 
beneficiarios del programa a 1’500.000. Este 
número seguirá creciendo sin que nada asegu-
re que los receptores de la ayuda desarrollarán 

medios para, en un futuro, producir ellos mismos 
su propia riqueza, y sin saber tampoco si dicho 
aumento será financieramente sostenible.

Incluso algunos de los nuevos programas ‘pro-
ductivos’ que lanza el propio Ministerio de Agri-
cultura son también –paradójicamente– asis-
tencialistas o populistas. Es, por ejemplo, el caso 
del programa Buena Siembra, que reparte vales 

de S/.500 a los campesinos para 
que estos los canjeen por fertili-
zantes en las tiendas de productos 
agroveterinarios. Este sistema ya 
se aplicó dos o tres años durante la 
década de 1990, con la diferencia 
de que los vales se entregaban no 

como un regalo sino a cambio de trabajo en zanjas 
de infiltración y otros proyectos. Ahora ni siquiera 
sucede eso, por lo que no hay garantía de que los 
agricultores logren aumentar su producción. De 
hecho, es muy probable que muchos campesinos 
canjeen el vale de S/.500 (como incluso sucedió 
en el pasado) por menos dinero y que el agrove-
terinario cobre los S/.500 al Gobierno y se quede 
con la diferencia. Un gran negocio para quien, 

con este regalo, aumenta puntos en las encuestas, 
pero uno pésimo para el combate a la pobreza. 

Sería muy positivo que, en vez de regalar dinero 
en mano, el Gobierno priorice proyectos que 
permitan a los campesinos aumentar la producti-
vidad de sus tierras (como reservorios o riego por 
aspersión) o que los conecten mejor con el resto 
del país para expandir sus posibilidades comer-
ciales y de empleo. Un ejemplo de esto último es 
el Fondo para la Inclusión Económica en Zonas 
Rurales (Fonie) que considera, de aquí al 2016, el 
mejoramiento de 9.450 kilómetros de caminos 
rurales para interconectar los centros poblados 
con las capitales de distrito, junto con inversiones 
en electrificación, agua potable y saneamiento. 

El Estado debería concentrar sus recursos en 
este último tipo de programas en vez de aquellos 
que se prestan fácilmente para el clientelaje. 
No solo porque los primeros son más efectivos 
para superar la pobreza, sino porque, además, 
así el Gobierno ayudaría a disipar las dudas de 
quienes piensan que no usa los recursos públi-
cos para ayudar a los más necesitados, sino para 
ayudarse a sí mismo en las próximas elecciones.

- ENRIQUE PASQUEL -
Editor adjunto de Opinión

EDITORIAL

HUMOR PROFANO

“El asistencialismo indefinido genera dependencia, perpetúa el problema de la pobreza y crea espacios para el populismo estatal”.  
Editorial de El Comercio Cambiando el chip / 10 de mayo del 2013

Palos y garrotes

EL TÁBANO

- EL TUNCHE -- MARIO MOLINA -

E l Gobierno Argentino anunció esta 
semana el lanzamiento de su línea de 
ropa “nacional y popular”. La medi-
da busca controlar la inflación en un 
sector muy importante para la actual 

presidenta: el sector de la moda.
El lanzamiento fue hecho por el vicepresiden-

te Amado Boudou, quien vistió una simpática 
remera en diversos eventos públicos. La presi-
denta Cristina Kichner se mostró entusiasmada 
con el proyecto, pero se excusó de utilizar dichas 
prendas por compromisos de exclusividad vi-
gentes con casas internacionales de diseño.

Se espera que en los próximos días se inicie la 
campaña de promoción de este nuevo producto, 
para lo cual estarían pensando en usar la imagen 
del recordado gobernante Juan Domingo Perón. 
En el spot televisivo aparecería un antiguo video 
del entrañable militar, con una voz en ‘off’ que 

Moda
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dirá: “Descamisados de la patria: llega el último 
grito de la moda en la moda peronista: ¡la ropa 
‘nacional y popular’! Lleve al justicialismo en el 
pecho, compre su remera hoy”. Se prevé un éxito 
de ventas.

Como era de esperarse, las críticas no se hicie-
ron esperar. Un diputado opositor señaló que el 
Gobierno no había considerado la talla XXL en 
su producción. “Esto claramente es un acto de 
hostigamiento contra el reconocido periodista 
Jorge Lanata”, señaló el político visiblemente 
ofuscado. Hasta el cierre de la nota, el volumi-
noso periodista no se había pronunciado sobre 
el particular.

¿Ayuda para quién?
Mal haría el gobierno en construir un sistema de ayuda social clientelista.

ASISTENCIALISMO
Es más  

una ayuda  
para el gobernante 

populista que para los 
más pobres.

EL PREOCUPANTE AUMENTO DEL PODER SANCIONADOR DEL ESTADO

- ROBERTO HEIMOVITS -
Analista

¿Se complica La Haya?
ELECCIONES EN CHILE


